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Introducción: La crisis


El Sistema Previsional Argentino, con casi 100 años de historia, se encuentra inmerso en la que probablemente sea la mayor crisis desde su creación. La combinación de las tendencias existentes en las últimas décadas y los efectos de la crisis macroeconómica actual han derivado en una grave situación donde el sistema cubre cada vez a menos personas y en peores condiciones.


Los sistemas de previsión social tienen como objetivo general proveer de recursos financieros al sector de la población que, por razones de edad, no está en condiciones de obtenerlos en el mercado de trabajo. Los objetivos centrales de la previsión social son maximizar la cobertura y el nivel de los haberes de los beneficiarios, manteniendo el costo de los sistemas en un nivel razonable. Para ello, y suponiendo la existencia de un mercado formal que incluya a todos los trabajadores, ha sido muy habitual que se adopten esquemas contributivos, donde los trabajadores realizan aportes durante su vida activa “comprando” su derecho a recibir beneficios una vez jubilados. Si la cobertura en las etapas activas de la vida es efectivamente universal, entonces el sistema funcionaría eficientemente, siendo necesario ajustar algunos parámetros como la edad de retiro, las tasas de contribuciones y las tasas de sustitución del salario, en relación a la evolución demográfica de la población y a las necesidades de mantener un equilibrio financiero.


El sistema previsional argentino ha tenido, por muchas décadas, serios problemas para lograr este equilibrio. Luego de una primer etapa donde la inmadurez del mismo permitía pagar altos beneficios con bajas tasas de contribuciones, la maduración del sistema, el envejecimiento poblacional y los problemas de recaudación vinculados a la informalidad en el mercado de trabajo fueron generando serios problemas de funcionamiento, por lo que hacia principios de los ’90 se mantenía un nivel de cobertura bueno, pero con beneficios medios bajos y problemas de financiamiento.

La reforma de 1994 intentó modificar este esquema, organizando un mecanismo de dos pilares. Por un lado, todos los trabajadores recibirían una Prestación Básica Universal y, al mismo tiempo, realizarían aportes que les permitan incrementar sus haberes futuros, separando así los mecanismos de redistribución y de sustitución del ingreso. En la práctica, la situación ha sido crecientemente compleja. Por un lado, el problema fiscal es cada vez más serio. El sistema necesita financiar la transición originada en la introducción re un régimen de capitalización, con un costo que en la actualidad puede estimarse en unos $3500 millones anuales. Además, las reducciones de contribuciones patronales (considerando exclusivamente las contribuciones al sistema previsional) generaron una caída de unos $4.000 millones anuales. Por otro lado, las mayores restricciones impuestas para acceder a beneficios y la creciente informalidad de la fuerza de trabajo implicaron una importante caída en la cobertura caída en la cobertura (entre 1994 y 2000 el porcentaje de la población urbana mayor de 65 años con beneficios bajó del 77% al 68%). Por último, el régimen de capitalización tuvo serios problemas de funcionamiento, al concentrar sus inversiones en papeles públicos y fallar los mecanismos competitivos, resultando en costos superiores a lo deseable. 

Las soluciones?

El diseño y gestión del Sistema Previsional Argentino debe ser revisado a fin de ajustarlo a la realidad de la sociedad argentina. El nivel de informalidad del mercado laboral difícilmente pueda ser reducido en el corto o mediano plazo, mientras que las restricciones fiscales continuarán siendo importantes. En ese contexto, la propuesta es simplificar el sistema, pasando del principio contributivo a un esquema de universalidad que permita satisfacer el principal objetivo de la Previsión Social: La protección económica de la tercera edad. Para ello, se propone un esquema de dos pilares, con el siguiente diseño:

· Primer Pilar: Este pilar consiste en el pago de una Prestación Universal, por un monto de $200 mensuales, a todos los ciudadanos mayores de 65 años o con derecho a pensión por invalidez. Además, se cubrirá a viudas/viudos menores de 65 años en forma limitada, restringiendo temporalmente el beneficio para los más jóvenes. 

Si el esquema estuviera en pleno funcionamiento en el año 2002, el costo anual sería de 9.600 millones de pesos, un 35% menos que los 14.5 mil millones que se paga en beneficios en la actualidad.

El financiamiento de esta prestación se hará en base a las contribuciones patronales actualmente vigentes (aproximadamente el 7,5% del salario) y recursos provenientes de la integración de otros esquemas provinciales o profesionales que actualmente funcionan por fuera del sistema nacional, además de los recursos de rentas generales que sean necesarios. En el mediano plazo, la financiación total del sistema debería realizarse con rentas generales.

· Segundo Pilar: En forma adicional, se mantendrá el funcionamiento de fondos de jubilaciones con afiliación obligatoria para los trabajadores en relación de dependencia, autónomos, monotributistas y empleados de monotributistas, con un aporte del 11% del salario o ingreso neto (en caso de los autónomos), siempre y cuando su salario supere un determinado nivel. Además se permitirá e incentivará la constitución de fondos financiados por empleadores, con fuerte regulación para evitar malos manejos. La supervisión de estos fondos deberá ser proactiva, limitando la posibilidad de realizar gastos comerciales superfluos y subsidiar en forma indirecta empresas vinculadas con la AFJP, a la vez que también deberá ser independiente del área de financiamiento del Estado Nacional, utilizándose los recursos para inversiones productivas a través del mercado de capitales. Los seguros de invalidez y fallecimiento serán opcionales, con restricciones para evitar distorsiones de mercado, aplicándose límites similares a los del primer pilar.

· Transición: La transición del sistema actual al nuevo modelo debe realizarse en forma progresiva, para evitar el surgimiento de conflictos políticos y judiciales. Para ello, quienes se encuentran en la actualidad en el sistema podrán jubilarse recibiendo la Prestación Universal y, si corresponde, la Prestación Compensatoria por los años trabajados antes de 1994. Además, quienes hayan realizado aportes al régimen de reparto entre 1994 y el 2002 tendrán derecho a recibir una Prestación Adicional por Permanencia por los años aportados, mientras quienes hayan realizado aportes a una AFJP mantendrán la titularidad de esos fondos. Debería estudiarse la razonabilidad de flexibilizar el segundo pilar en el mediano plazo, haciéndolo total o parcialmente voluntario para toda la población.

Aplicar esta propuesta requiere estudios cuidadosos para planificar la transición y la implementación de la misma, tanto en los aspectos operativos como en los financieros y actuariales. El desarrollo de estos estudios deberá encararse una vez que exista el acuerdo político para avanzar.



